Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 39 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Modificaciones propuestas por el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay remitidas el 
día 30 de julio de 2012, referentes al proyecto de ley por el que se modifica la Ley N* 18.771, de 1* de 
julio de 2011 (Carpeta N* 912/2012 - Distribuido N* 1474/2012). 


Nota de la Facultad de Derecho de la Universidad de Montevideo en respuesta a la Nota N* 
13/12, de fecha 7 de junio de 2012, por la que informa respecto del proyecto de ley de reforma del 
Código del Proceso Penal (Carpeta N* 418/2010 - Distribuido N* 558/2010).” 


(Ingresan a Sala el señor Director del Instituto de Derecho Penal, Profesor doctor Miguel 
Langón y la doctora Andrea de los Santos.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación da la bienvenida al señor Director del Instituto de 
Derecho Penal, profesor doctor Miguel Langón, y a la doctora Andrea de los Santos, quienes han sido 
convocados para brindar su opinión acerca de uno de los proyectos de ley a estudio de este Cuerpo. 


Sin más trámite, cedemos el uso de la palabra al doctor Langón. 


SEÑOR LANGÓN.- Como siempre cuando comparecemos ante el Parlamento nacional, en primer 
lugar, debemos agradecer la confianza en lo personal y en lo institucional. Por lo tanto, haremos lo 
mejor posible para colaborar en este punto, con la aclaración de que el Instituto no tuvo oportunidad de 
reunirse para tratar este proyecto de ley, razón por la cual voy a dar mi opinión personal que, como es 
natural, voy a trasladar al resto de los compañeros. Sucede que nos encontrábamos en época de feria 
judicial y estamos abocados a las pruebas de conocimiento de los aspirantes. 


Tenemos a la vista dos iniciativas y como inicio requieren las cosas, vamos a empezar por el 
proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo que propone agravar las penas en el caso de delito de 
tráfico de pasta base de cocaína, de corrupción policial y delitos que se cometen prestando funciones 
en establecimientos de reclusión o de detención. En nuestra opinión -la doctora De los Santos es el 
único miembro del Instituto que pude reclutar a último momento y que gentilmente se prestó a 
acompañarme- estos dos proyectos de ley son favorables en términos generales; no tenemos 
objeciones fundamentales o, como en otras ocasiones, un punto de vista totalmente diferente. 


En el artículo 1% de este proyecto de ley se propone elevar en un tercio, en el mínimo y en el 
máximo, la pena de los delitos cometidos por funcionarios policiales cuando se trata de delitos 
establecidos allí a texto expreso, los llamados delitos de corrupción. Nos parece positivo que cuando 
se plantea la elevación de la pena se diga -es un problema de técnica legislativa- que se eleva en un 
tercio en el mínimo y en su máximo, que es lo que llamamos agravación por aumento genérico de la 
pena, porque si solamente se establece que se aumentará la pena, estamos en lo mismo: el Juez 
tendrá el mismo margen que tiene siempre sabiendo que se trata de un agravante. Por lo tanto, eso 


nos parece bien porque aquí se elevan los guarismos, tanto el mínimo como el máximo. Eso hay que 
tenerlo en cuenta porque al respecto está planteada una polémica en doctrina: si se toma en cuenta la 
pena concreta o la pena abstracta. Yo soy partidario de una posición minoritaria que considera que es 
mejor agravar por la pena abstracta, o sea, que cuando el Legislador dice que se eleva el mínimo y el 
máximo, se haga así, se eleve el mínimo y el máximo. Por ejemplo el hurto -que es el delito más 
común- cuya pena es de tres meses a seis años, pasaría a tener un mínimo mayor. Este es el punto. 


En cambio, la pena concreta -que, si se quiere, es la posición mayoritaria, tradicional- el 
Juez debe adecuar la pena justa al caso concreto de que se trate y luego aumentar en un tercio lo que 
haya fijado. No vamos a reproducir aquí la discusión académica sino simplemente fijar la posición que 
nos parece correcta porque de esa manera sabemos de qué se trata, se le dan pautas objetivas al 
Juez y achicamos un poco el enorme poder discrecional que de hecho tienen los Magistrados y que 
tiene que ver con la naturaleza de las cosas, esto es, que son como son y no se pueden modificar. Si el 
Legislador apunta a acotar los poderes del Juez, nos parece adecuado. 


Por otra parte, esta disposición establece, como agravante específica para estos delitos de 
corrupción -por las razones que se fundamentan, entre ellas, que el funcionario policial debe ser un 
modelo de conducta, etcétera- una que ya estaba considerada desde el punto de vista genérico en el 
artículo 47 numeral 8. del Código Penal. Esto también es un problema de técnica legislativa y no nos 
parece mal que el Legislador dé autonomía a una agravante genérica y la convierta en una agravante 
específica, tal como sucede en este caso. 


El artículo 2% también establece un aumento de la pena cuando se trate de un funcionario que 
preste funciones en establecimientos de reclusión o detención. En la exposición de motivos se aclara 
que desde el punto de vista subjetivo esto es más amplio y no solo abarca a los funcionarios policiales 
sino también a los del INAU o, eventualmente, de un organismo penitenciario autónomo, separado del 
Ministerio del Interior -en cuya creación me parece que están pensando varios Legisladores y el Poder 
Ejecutivo- y por lo tanto atrapado en esta condición, lo que nos parece bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se está pensando en funcionarios públicos, ¿no es así? 
SEÑOR LANGÓN..- Efectivamente, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos hablando de un centro de reclusión y en forma tangencial alguien 
de un servicio de limpieza privado comete un delito que no tiene nada que ver con esto, no es que la 
pena se le agrave en un 30%, ¿no es así? Me parece que se está pensando en quienes son 
funcionarios públicos y realizan su función allí. 


SEÑOR LANGÓN.- Creo que esa es la intención del Legislador y que ese concepto está dado por la 
expresión: “en ocasión del cumplimiento de esas funciones”. 


Ahora bien, la noción de funcionario público contenida en el artículo 175 del Código Penal es 
una definición muy amplia, y así se ha querido. Toma en cuenta no solo a los funcionarios de los entes 
públicos no estatales -la vieja discusión que se saldó con la reforma legal- sino que algunos entienden 
que también abarca a los funcionarios de hecho. Me parece que el personal de servicio sería difícil que 
estuviera abarcado por esta disposición, pero no estaría tan seguro en el caso de que se tratara de un 
delito de cualquier especie. Creo que la intención del Legislador es establecer esto para funcionarios 
públicos, pero este concepto es demasiado amplio y el ejemplo que plantea el señor Presidente no 
estoy seguro que quedara afuera de la frase “en ocasión del cumplimiento de esas funciones”. Ese es 
un problema: determinar cuál es la voluntad. Supongo que acá se toma en cuenta otro tipo de 
situaciones. Una situación hipotética podría ser, por ejemplo, un funcionario que cometa abusos contra 
los detenidos. Existe una discusión académica sobre si ese delito está derogado o no. Hay una 
posición humanista o más comprensiva que entiende que ese delito permanece vigente; es un delito 
contra la libertad. Entiendo que quedó atrapado en la definición de tortura; un funcionario público que 
someta a rigores no permitidos por los reglamentos o la ley a una persona que está detenida comete 
delito de tortura. En ese caso el agravante no funcionaría, porque es tomar en cuenta dos veces lo 
mismo. Es decir, ya está definida la condición de funcionario público en cualquiera de las dos 


posiciones, tanto en el delito contra la libertad -abuso de funciones- como para el delito de lesa 
humanidad -tortura- en la Ley N.” 18.026, que aparecen como actos aislados. En la legislación 
uruguaya no se requiere que se trate de una situación sistemática, generalizada contra la población 
civil. Esa creación permite la interpretación de una derogación tácita del delito de abuso de funciones. 
Por lo tanto, una cachetada, una trompada o tirar agua fría o cualquier cosa que normalmente se 
consideraba delito de abuso de funciones o de rigores no permitidos, ahora pasan a ser delitos de 
tortura por la definición amplísima que tienen -actos crueles, inhumanos, degradantes- así como 
también por las otras definiciones complementarias que no dejan dudas. En la Cátedra se planteó una 
discusión en el sentido de si está o no derogado. De cualquier manera, aquí hay dos puntos que 
pueden ser complicados: la definición de funcionario público es una de ellas. Se dice: “Toda persona 
que en ocasión del cumplimiento de sus funciones” -sería el caso del personal de servicio- “cometiere 
cualquier tipo de delito prestando funciones en un establecimiento de reclusión o detención”. Por 
ejemplo, pongamos el caso de un funcionario que comete un delito de daño contra un cuadro valioso 
o corta un cuadro de Figari que está adornando el despacho del Director del establecimiento. Ese 
delito pasaría a estar agravado; ese es un criterio. Creo que la intención era otra: contenerlo. Somos 
partidarios -como creo que todos en el Instituto- de un Derecho Penal mínimo, un Derecho Penal 
contentivo, un Derecho Penal que discrimine las cosas. 


Eso es lo que planteamos para la discusión, pero en términos generales no tenemos 
inconveniente en considerar las razones que llevan a agravar la conducta de los funcionarios que 
presten funciones en los establecimientos de reclusión, por las razones que aparecen en la exposición 
de motivos, es decir, lo que significa el abuso de confianza, la indefensión en que se encuentran las 
personas que están ahí, el escándalo que eso significa a nivel social, entre otros aspectos. 


Con respecto al punto más delicado -que probablemente sea el más importante para los 
proyectistas- el de la definición de la pasta base que figura en el artículo 4.%, quisiera hacer una 
pregunta. En la exposición de motivos se dice claramente que es necesario agravar las penas cuando 
la sustancia ilícita objeto de las actuaciones judiciales sea pasta base de cocaína, por las razones que 
acá se explican y que pueden compartirse. Pero en la definición se dice: “cuando las actividades 
delictivas descritas en los artículos 30 a 35” de la ley especial -que son los delitos clásicos de 
estupefacientes como producción, introducción, tráfico, suministro, etcétera- “tengan por objeto 
material cocaína que contenga impurezas producto del proceso de la elaboración y/o adulteraciones no 
aptas para el consumo humano”, etcétera. Esta sería la definición de pasta base. En la exposición de 
motivos, se dice que se han consultado especialistas; pero, en realidad, no se define con precisión qué 
es pasta base pues se habla de “cocaína con impurezas o con adulteraciones no aptas para el 
consumo humano”. ¿Quién lo define? ¿Cuáles son los porcentajes? ¿A qué tipo de impurezas se 
refiere? Habría que establecer claramente la composición química para poder definir qué se entiende 
por pasta base, aunque todos sepamos lo que es. Esto me recuerda lo que señalaba San Agustín 
sobre qué es el tiempo: “Sé lo que es pero no me pidáis que lo defina”. Ahora bien, en materia penal sí 
son necesarias las definiciones porque si no se hace muy complicado. 


SEÑOR ROSADILLA.- ¿Me permite doctor Langón? 


Antes que nada, les agradecemos la presencia en este ámbito para darnos su punto de vista 
sobre el proyecto de ley. 


En ocasión de la visita de las autoridades del Ministerio del Interior a la Comisión, ante la 
misma preocupación -o similar- preguntamos cómo se podía determinar esto, sobre todo, pensando en 
despegar de la cadena de comercialización a quienes en algún momento pudieran ingresar a ella sin 
tener conciencia de que lo que están negociando, además de ser una droga, tiene impurezas propias, 
agregados, etcétera. La respuesta que se nos dio fue que es muy fácil y sencillo -incluso cualquiera lo 
podría hacer- saber si estamos frente a cocaína o a pasta base de cocaína. Además, se nos dijo que 
cuando tienen agregados, que sirven para estirar esa sustancia -llámese talco, polvos u otro tipo de 
ingredientes- es más fácil aún la determinación. 


Aclaro que digo esto como una forma de expresar la respuesta que se nos dio por parte de 
las autoridades del Ministerio del Interior. Es más, quedó constancia en la versión taquigráfica de que la 


diferencia está en que la cocaína es soluble. Creo que esa fue la definición que se dio en dicha 
ocasión. 


Simplemente le pedí una interrupción al doctor Langón para expresarle que la preocupación 
ha sido planteada y que se nos respondió en ese sentido. 


SEÑOR LANGÓN..- Al tratarse de una disposición de carácter penal, con las consecuencias que ello 
puede aparejar, sería importante afinar el concepto y adaptarlo al texto legal. 


Con respecto al problema de la solubilidad y demás, creo que de parte del Departamento de 
Toxicología, del Instituto Técnico Forense o de la Facultad de Química, entre otros, se podría elaborar 
un informe preceptivo que determine de qué se trata porque si bien no soy experto en química, sé que 
en la producción de cocaína aparecen muchas sustancias, como por ejemplo el queroseno. Quiero 
recordar que en el caso de otras definiciones de productos o sustancias químicas que han sido 
contempladas en la ley trabajamos mucho sobre lo que son los precursores y las sustancias que no lo 
son. La idea aquí es determinar si se integran a la composición molecular de la nueva sustancia o si 
pueden permanecer separadas. De cualquier manera, conviene dejar claro que a nivel internacional se 
ha trabajado sobre la expresión “precursores y otras sustancias químicas”. Aun así, existen listas de 
precursores. Por ejemplo, en el proceso legislativo uruguayo fue creado el delito de precursores y 
sustancias químicas y recién dos o tres años después el Poder Ejecutivo dio a conocer las listas que 
establecía qué eran los precursores. O sea que pasamos dos o tres años sin saber qué eran. 


En definitiva, esto es lo que ha funcionado, tanto para la definición de estupefacientes, como 
para la de sustancias psicotrópicas. Por tanto, los precursores y sustancias químicas podrían ser 
sustancias no solubles que configuran lo que llamamos pasta base. Desde el punto de vista penal es 
mejor dar certeza jurídica -ello evita que un Juez conciba una cosa de una manera y otro de forma 
diferente- y aplicar el principio de legalidad, por el que se acota en tipos la descripción de la conducta 
delictiva. 


Se habla de expertos que han asesorado, pero desconocemos quiénes son, es decir, si se 
trata de una Cátedra de Química, de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas, 
si el concepto legal proviene de algún modelo europeo o norteamericano o si hay legislación 
comparada que trate esto. Realmente, no conozco legislación comparada que tenga una definición de 
pasa base; me parece que es un concepto que se está manejando a nivel local. Reitero, no tengo una 
definición de pasta base y entiendo que es grave trasladar a un texto legal algo que no está definido. Si 
esta sustancia repercute sobre la salud pública de la forma en que todos conocemos, no estoy en 
contra de incluirla pero que se nos diga cuál es exactamente. 


El tema de la penalidad es un problema de alta política criminal que hemos transitado muchas 
veces. Establecer un mínimo de tres años de penitenciaría es volver a la ley básica de estupefacientes 
de 1974, que prácticamente tenía todos los mínimos de penitenciaría. No olvidemos el gran esfuerzo 
que por muchísimas décadas hizo el Poder Judicial en procura de acotar esto que tuvo como resultado 
la hipertrofia del artículo 35. Se procesaba a todo el mundo por suministro porque los Jueces 
consideraban -en el acierto o no, pero con el poder que tenían- que no había que aplicar una ley 
draconiana  -como se la llamó en esa época- y buscaban como alternativa el único delito que tenía 
mínimo de prisión, porque de ese modo se habilitaba la libertad provisional y, eventualmente, el 
procesamiento sin prisión con medidas sustitutivas, tal como diríamos en el momento actual. También 
quiero recordar a la doctora Adela Reta, quien en aquel momento fue la abanderada en la lucha por 
abatir los mínimos. Respecto a esos mínimos de penitenciaría, particularmente en materia de drogas - 
sabemos que en Derecho Comparado hay legislaciones muchísimo más duras que la nuestra que 
castigan al consumidor como delincuente y que establecen pena de muerte oO sanciones 
desmesuradas- el Uruguay se ha caracterizado por una benignidad en el tratamiento de los delitos y 
por ser muy mesurado. La reforma grande de aquella vieja ley del 74 que hizo el sistema democrático 
en la década del noventa abatió todos los mínimos de penitenciaría, excepto uno: cuando desde el 
Uruguay se planifica un tráfico internacional -conducta que nunca hubo en nuestro país- como si aquí 
estuviera el cerebro de un tráfico de cocaína entre México y España. De todos modos, esa pena de 
penitenciaría es casi simbólica porque no existen esos casos en el Uruguay. O sea que volver a 
establecer un mínimo de penitenciaría implica apostar nuevamente a la eficacia disuasiva de la 


gravedad de la pena. Allí hay un tobogán -sin exagerar con las palabras- hacia el terrorismo penal 
puesto que, sin dramatizar, lo que se quiere decir es que se aplica un poco la idea mítica de que si se 
establece una pena brutal la gente va a dejar de actuar así. Con esas penas le impedimos al Juez 
realizar justicia adaptativa en el caso concreto. Podrá haber verdaderos criminales que no tengan 
cuidado en lo que están haciendo ni les importe nada y otros que cometan delitos de sobrevivencia -los 
pobres individuos, “el pobre diablo” como lo llamaba Manuel López-Rey y Arrojo- pero al encontrarlos 
con cuatro o cinco bolsitas de pasta base les van a dar una pena de tres años. Ese mínimo impide 
cualquier racionalidad que pueda realizar el Juez contra eso. Este es un problema de principios. 
Naturalmente, es posible creer en la eficacia preventiva que pueda tener la dureza de las penas, pero 
eso va en contra de la línea moderada que ha tenido el Legislador. 


Una pena de tres años nos parece mucho; de cualquier manera, si se quiere poner un mínimo 
de penitenciaría, no es que estemos cediendo ante lo que acabamos de decir, pero alcanzaría con que 
fuera de dos años. De esa manera se lograrían los efectos de dureza que aparentemente se buscan y 
no se exacerbaría tanto la prisión, haciendo menos gravosa, menos evidente, la crítica, la observación 
o esa manera de pensar más liberal que recién expusimos. 


SEÑORA MOREIRA.- Quizá sea inoportuno interrumpir al doctor Langón, pero me gustaría saber si 
podemos tratar los dos proyectos de ley en forma separada. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Sugeriría que primero termináramos con este para luego pasar a considerar el 
siguiente. 


SEÑORA MOREIRA.- Las reconvenciones al proyecto de ley están centradas en dos puntos: la 
definición de pasta base y la naturaleza de las penas. En lo que tiene que ver con la pasta base, el 
doctor Langón objeta que la definición es demasiado inespecífica o genérica. Al respecto, quiero decir 
que en Uruguay el Instituto Clemente Estable realizó dos investigaciones sobre la pasta base. Al 
parecer, en la pasta base hay lidocaína, anfetaminas y cafeína, todas sustancias de uso humano, por lo 
cual esta definición no sería coherente, ya que menciona “sustancias no aptas para el uso humano”. 
También me parece que esta definición es tan inespecífica que ni siquiera puede llegar a describir bien 
la pasta base. Quiero recordar que dentro de un rato recibiremos a los investigadores del Instituto 
Clemente Estable, quienes van a brindar una definición precisa sobre ella. Creo que nuestro país es 
uno de los pocos que ha investigado en profundidad acerca de la composición de la pasta base. 


Cuando concurrieron representantes del Poder Ejecutivo, les preguntamos sobre legislación 
comparada en lo que tiene que ver con la pasta base pero, al parecer, no existe una legislación 
comparada cuyo objeto de penalización esté definido por la droga en sí, sino por el comportamiento de 
quienes la consumen. 


Con respecto al tema de las penas, reafirmo lo que dijo el profesor Langón acerca de la forma 
en que esta penalización nos retrotrae a una normativa legal anterior que luego fue superada por una 
concepción penalista bastante más benigna con relación a los consumidores. Además, quiero señalar 
que esto está en línea con las investigaciones de la Universidad de la República sobre la relación entre 
el aumento de las penas y la reducción del consumo. Lamentablemente, no existe una relación 
directamente proporcional; es decir, el aumento de las penas no implica una reducción en el consumo 
de drogas y sí incrementa las externalidades negativas, como los delitos vinculados con el narcotráfico, 
la violencia relacionada con el consumo, etcétera. A este respecto, diversos servicios de la Universidad 
de la República  -incluidas las Facultades de Derecho, Medicina, Psicología y Ciencias Sociales- 
realizaron una investigación denominada “Aporte universitario al debate nacional sobre drogas”, de la 
Colección Artículo 2, que demuestra que con el endurecimiento de las penas no hay una reducción del 
consumo de drogas. Reitero: esto se hizo en Uruguay; no sé si existe alguna otra investigación en este 
sentido en el resto de los países. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos preguntamos, entonces, qué es mejor, si una pena disuasoria - 
como se trata de poner aquí- o una pena de tipo agravante. De esta manera, el Juez determina en 
cada caso cuánto es lo que corresponde y le agrega un tercio a la pena cuando se usa o se trafica con 
esta sustancia. ¿Qué es lo que conviene más? El artículo 35 del Decreto Ley N?* 14.294 habla de 
doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. Repito, quizás lo mejor sería poner una pena 


agravante y un porcentaje de esta que permita en algún caso ser excarcelable y en otros no; no en 
todos los casos tiene que ser excarcelable. 


SEÑOR LANGÓN.- A mi juicio, es más razonable el planteo que hace el señor Presidente, porque 
estaría más de acuerdo en establecerlo como una agravante. Sin embargo, hay que tener cuidado en 
este caso porque si se eleva en un tercio -es lo que pasa a ser la agravante- como casi todos los 
delitos referidos tienen una pena de veinte meses de prisión -estuve analizando los artículos 30, 31, 32, 
33 y 34- nos vamos a alrededor de veinticuatro meses y, por lo tanto, pasamos a penitenciaria. Es 
decir que en este caso la agravante debería ser específica, pero sin fijación de mínimo. La idea es que 
el Juez pueda procesar por el delito de tráfico agravado, ya sea por tráfico o suministro de pasta base, 
y pueda manejarse dentro de los guarismos que establece cada disposición. Son guarismos altos, 
porque el máximo es entre ocho y diez años, con excepción del artículo 35 que habla de cuatro -es el 
viejo delito de suministro- pero, reitero, todos los otros delitos vinculados a delitos clásicos y 
tradicionales de estupefacientes tienen una pena muy alta en el máximo. Prefiero que esto aparezca en 
la redacción porque la eficacia disuasoria se refiere a que la policía detenga a los delincuentes y los 
someta al Poder Judicial. El hecho de que la pena sea muy grave es una vieja discusión. No soy 
radicalmente contrario, porque creo que las penas disuaden. En su momento, el doctor Luis Jiménez 
de Asúa afirmó que no se pueden poner penas fuera de su tiempo, es decir, penas que no van a ser 
aceptadas por los Magistrados. Por ejemplo, la legislación sobre drogas de 1974 fue resistida por los 
operadores del sistema y de hecho no se aplicó como correspondía porque los Jueces siempre iban a 
condenar por un delito de suministro, ya que podían moverse en un ámbito de justicia y equidad. Es 
decir que no se trataba simplemente de aplicar la norma sabiendo que iban a aplicar la norma 
draconiana -como se llamó en esa época- la cual no les permitía matizar de quién se trataba el sujeto 
concreto que tenían delante para juzgar, que es la conducta humana: juzgar al hombre en concreto, 
más allá de lo abstracto de la ley, porque cada situación es una historia diferente. 


El otro día escuché con preocupación -y pienso que es verdad- una estadística que surgió 
aparentemente del Ministerio del Interior, que decía que de los más de 9.000 reclusos actuales, 3.000 
están vinculados a las drogas. Si ello es así, hay que pensar que esto puede tener incidencia en el 
aumento de la población reclusa y en el hacinamiento carcelario, porque si establecemos una pena de 
dos o tres años alternativamente como postulé -aunque me gusta más la posición de la agravante- 
puede repercutir en otros aspectos, es decir, no tener eficacia disuasiva y al mismo tiempo servir como 
una gran red de araña que atrapa muchas moscas, puede terminar incidiendo en el problema 
carcelario. 


SEÑOR MOREIRA.- Quería consultar al profesor Langón lo siguiente. 


Teniendo en cuenta que el artículo 1% refiere a que la pena prevista para determinadas 
figuras delictivas bien concretas -enumeradas en el proyecto de ley- se elevará en un tercio en su 
mínimo y en su máximo cuando los delitos fueran cometidos por funcionarios policiales, me pregunto si 
no sería razonable que el artículo 22 tuviera una redacción similar. Un camino sería que se remitiera a 
determinadas figuras delictivas porque, de otra manera, es demasiado genérico el contenido debido a 
que el concepto “quien preste funciones en un establecimiento de reclusión o detención” es muy 
ambiguo, muy amplio y puede llegar a comprender incluso a un Defensor de Oficio, a un sociólogo o a 
una visitadora social que cumple funciones allí. A veces no se trata de delitos que den lugar a hechos 
de sangre o a motines, que es algo que se quiere evitar con esta norma; por lo tanto, quizás sería 
mejor limitarla de la misma forma que lo hace el artículo 1*. 


SEÑOR LANGÓN.- Efectivamente, señor Senador, se podría hacer, pero lo que sucede es que, a mi 
entender, el proyectista pensó en dos situaciones diferentes. Una de ellas es la participación de un 
funcionario policial en un delito de corrupción prevista en el artículo 1* y la otra apunta a establecer un 
agravante genérico por cualquier tipo de delito que cometan los funcionarios que trabajen en los 
establecimientos de reclusión. Por eso mencioné que podría ser un delito de hurto, de daño o de lesa 
humanidad, eventualmente tortura o abuso de funciones contra los detenidos. 


Reitero: creo que el autor de la iniciativa visualizó simplemente dos situaciones diferentes y 
que de lo que se trata es de incidir en la bondad de los funcionarios policiales e impedir que se 
corrompan a través de la advertencia y luego la imposición eventualmente de una pena incrementada 


si incurrieran en estos delitos. Incluso, podrían estar comprendidos todos los delitos contra la 
Administración Pública; en definitiva, aquí se establecieron una cantidad de figuras y otras no. Ese 
podría ser un criterio, pero me parece que es distinto. Si aparecen otros funcionarios que no sean 
policías - siguiendo la línea del señor Senador Moreira- tendríamos que pensar en una norma genérica 
que elevara la pena de los funcionarios públicos que incurrieran en delitos de corrupción, sin 
especificar en dónde trabajan. 


Ahora bien, si lo que se pretendió fue agravar la pena de los funcionarios que trabajan en los 
establecimientos de reclusión o de detención, ello no está visualizado solo para la corrupción. Si así se 
quiere hacer, se podrían unificar el artículo 1? y el 2” y establecer que el funcionario policial o de otra 
naturaleza que cometa delito de corrupción tendrá tal pena. Pero ese sería un proyecto de ley distinto; 
se puede hacer; es una opción política. 


En cuanto a las observaciones de la señora Senadora Moreira que no involucraban 
preguntas, no tengo nada que opinar. Me parece muy correcto todo lo que manifestó. 


El otro proyecto de ley plantea algunas reformas al Código de la Niñez y la Adolescencia. Se 
dice también que se está pensando en una reforma más global del Código. Por lo tanto, si eso fuera 
así, no entiendo demasiado la urgencia de hacer una reforma previa cuando está previsto que venga 
una iniciativa mucho más global. 


De todas maneras, concretamente y con respecto al punto en consideración, puedo decir que 
en el artículo 1% la modificación consiste en establecer como infracción gravísima el homicidio 
intencional con agravantes especiales. Me parece que el mensaje que se tiene que dar es que la vida 
es el bien fundamental porque es la base de todo. Para que no queden dudas -yo nunca las tuve- 
habría que establecer lo relativo a los homicidios intencionales, que no integraban acá los homicidios 
culposos y tampoco los ultraintencionales. 


Por lo tanto, probablemente, preferiría que sea aclaratorio el homicidio intencional y, entre 
paréntesis poner: artículos 310, 310 bis, 311 y 312. No hay que olvidarse que el 310 bis también existe; 
es el que refiere al homicidio del funcionario policial en el cumplimiento de sus funciones, lo que 
constituye un homicidio simple agravado por la condición de funcionario policial. 


Lo que no observo con demasiado entusiasmo es el hecho de establecer la limitación a las 
agravantes especiales, o sea, los homicidios especiales y muy especialmente agravados. Creo que 
todos los homicidios, en la medida en que sean intencionales, deberían ser considerados conductas 
gravísimas. Esto es -como decimos en las clases- un mensaje a los navegantes. A los estudiantes les 
decimos que no maten, la vida es sagrada. No maten con intención; el ultraintencional culposo queda 
afuera. 


Por otra parte, hay un problema técnico que siempre se discute y es cómo sabemos si tiene 
agravantes especiales o no antes de juzgarlo. Es decir, sabemos que presuntamente mató, pero en los 
tribunales en general se suele decir, incluso cuando hay apelaciones de auto de procesamiento, que 
las agravantes se van a estudiar en la sentencia definitiva; es un problema de evaluación, de cálculo. 


Esa es la observación más fuerte que yo podría hacer. Estoy de acuerdo con que es solo para 
intencionales -creo que nadie dudaba de eso- pero es mejor incluirlo. A mi criterio, no habría que dejar 
afuera los homicidios simples ni los de los funcionarios policiales, sobre todo este último; el artículo 310 
bis no puede quedar afuera. Esa fue una reforma que hizo muy recientemente el Poder Legislativo, en 
la que trató de garantizar eso a los funcionarios policiales. 


El antecedente de esto es interesante. En las épocas en que no existía el terrorismo, sobre 
todo el del IRA, era casi un motivo de orgullo que los bobbies, es decir, los policías ingleses, usaran 
solamente un palo; ellos no tenían armas de fuego. La contrapartida de eso era que quien diera muerte 
a alguno de estos funcionarios sería objeto de la pena de muerte. Por eso hay que conservar la ley que 
brinda protección especial al funcionario que ponemos allí para defender a la sociedad y que a veces 
recibe una mala paga. 


El hecho de que un menor dé muerte a un policía y que eso no quede incorporado en la 
reglamentación, me parece que va en contra de lo que se estuvo haciendo en los últimos años. Ese es 
el punto a destacar. 


Por lo tanto, nuestra crítica estaría dirigida a los homicidios intencionales, tiene que ver con 
dejar fuera a algunos homicidios. Creo que tienen que ser considerados todos como delitos gravísimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habría que cambiar el término “intencional” por “doloso”. 


SEÑOR LANGÓN.- Es lo mismo, señor Presidente; es la misma figura. En nuestra jerga, es 
exactamente igual. Es probable que para el público en general sea más claro “intencional” que “doloso” 
pero, reitero, para nosotros son sinónimos. 


Lo que probablemente esté detrás de este pensamiento es el problema de la dosimetría 
penal. El homicidio siempre tiene una pena con un mínimo de prisión y un máximo de doce años. En 
cambio el copamiento tiene una pena de ocho a veinticuatro. En consecuencia, la clásica pregunta que 
surge es ¿cuál de los dos delitos es el más grave? El homicidio entonces sería un delito menos grave 
que la rapiña, que tiene de cuatro a dieciséis, o que el copamiento. Esta es una vieja discusión. Sin 
duda eso está mal y esperamos que algún día, en la reforma penal, el Legislador pueda articular un 
poco mejor el quantum de las penas, ya que no tienen mucho sentido. 


De cualquier manera, el delito más grave no es considerado así por el monto de la pena que 
tenga. Si intentamos determinar qué es más grave, si la rapiña o el homicidio y para ello tomamos en 
cuenta la pena, la rapiña sería más grave; pero de acuerdo al bien jurídico objeto de la protección -el 
valor de la vida, el valor de la propiedad o el riesgo eventual que tenga la integridad física por la 
violencia contra la persona que implica el delito de rapiña- es evidente que la vida es el bien jurídico 
protegido más importante. Eso nos lleva a decir que frente a la dificultad que tienen los menores para 
controlar sus instintos, deben tener claro que la vida hay que respetarla siempre. Esa es nuestra idea. 


En cuanto al segundo punto, estamos de acuerdo con que se establezca un proceso 
monitorio. En algunos de los viejos proyectos -creo que el de los doctores Gelsi y Marabotto- sobre 
reforma del Código del Proceso Penal para adultos se estableció, con las dificultades técnicas y político 
criminales o de principios por el garantismo, es decir, por la supuesta pérdida de garantías que puede 
tener el llamado monitorio o juicio apresurado, del que siempre fui partidario. Estamos hablando de 
infracciones no graves, sobre todo, porque se tiene la gran ventaja de que el dictado de la sentencia 
requiere un acuerdo de las partes cuando no se trate de delitos o infracciones gravísimas. 


Conversando sobre este tema con la doctora De los Santos, ella me hizo una anotación que 
quiero trasladar a los señores Senadores. En la parte final del artículo 22 de uno de los proyectos se 
expresa: “La eventual carencia de estos informes no obstará a que el Juez dicte sentencia definitiva.” 
Esto sería como quitarle fuerza a los informes. Los informes técnicos deberán estar en esa situación. 
Creo que la conformidad de las partes podría ser suficiente, pero eso debería manifestarse 
expresamente, o sea que la defensa no haga cuestión por la falta de los informes, porque entonces 
¿para qué se los pide? Aquí podría existir un problema de secuencia, burocracia o de exceso de 
trabajo, pero esa observación puede ser valedera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que se busca es que el Juez se expida con o sin informe en función de la 
realidad que tiene y no por el vencimiento de los plazos correspondientes. Un ejemplo notorio es el 
caso de un menor que mató a una persona, se lo dejó libre, mató a otra, y cuando se iba a dictar 
sentencia se lo vuelve a dejar libre por no estar los informes, y esa misma tarde o al día siguiente 
vuelve a cometer otro homicidio. Es notorio que independientemente de los informes técnicos la 
inconducta era visible. 


SEÑOR LANGÓN.- Creo que habría que trabajar la redacción del artículo porque aquí ese caso no se 
plantearía, sobre todo si se mantiene el criterio anterior en la definición de infracciones gravísimas, 
porque esto va a funcionar cuando las infracciones no tengan ese carácter. Por tanto, si las 
infracciones no son gravísimas, no habría problemas en que se ponga en libertad al individuo. 


Tengo dudas sobre la redacción; ¿para qué se piden los informes si no los voy a usar 
después que tengo la sentencia hecha? Entonces, se podría establecer que en estos casos el Juez 
podrá prescindir de los informes técnicos al dictar sentencia. Por tanto, con conformidad de las partes, 
cuando se trata de delitos no graves, puede prescindirse de los informes. En consecuencia, con una 
mejor redacción se podría solucionar este problema y no estaríamos en la hipótesis que plantea el 
señor Presidente, porque no son delitos gravísimos. 


Comparto que es necesario hacer esta reforma; la sociedad ha quedado muy impresionada 
por el caso que planteó el señor Presidente, sobre todo porque haya ocurrido por un problema técnico. 
Supongo que eso se va a solucionar cuando se haga el proyecto definitivo de la reforma global del 
Código de la Niñez y la Adolescencia. 


En cuanto al último punto, titulado “Régimen especial”, artículo 116 bis, donde se expresa 
que “en los casos en que el presunto autor sea mayor de quince y menor de dieciocho años de edad, y 
cuando el proceso refiera a una o varias infracciones previstas como gravísimas (art. 72) cometidas 
con violencia contra las personas, el Juez, a solicitud expresa del Ministerio Público, y una vez oída la 
Defensa, deberá disponer la aplicación de las siguientes reglas:”, queremos decir lo siguiente. Si las 
infracciones son gravísimas y todas son cometidas con violencia contra las personas, excepto el tráfico 
de drogas contemplado en el numeral 8) del artículo 72 del Código de la Niñez y la Adolescencia, allí 
habría una especie de reiteración y el numeral 8) quedaría por fuera porque no necesariamente existe 
violencia contra las personas. Hay que tener en cuenta ese punto porque tal vez el Legislador no 
quiera excluir el tráfico de estupefacientes de esta circunstancia. Así como está redactada la norma, lo 
estaría excluyendo, porque esta infracción no es cometida “con violencia contra las personas”. En 
todas las demás existe violencia contra las personas, como en la rapiña, en el secuestro o en el 
homicidio pero en la infracción contemplada en el numeral 8) del artículo 72, no. Quiero llamar la 
atención y me pregunto si se desea actuar así o no, pues esta infracción está siendo excluida. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo una duda respecto al numeral 9) del artículo 72 relativo a las infracciones 
graves y gravísimas, y que aquí forma parte del artículo 1% del proyecto. Precisamente, el numeral 9) 
alude a “Cualquier otra acción u omisión que el Código Penal o las leyes especiales castigan con una 
pena cuyo límite mínimo sea igual o superior a seis años de penitenciaría o cuyo límite máximo sea 
igual o superior a doce años de penitenciaria.” Según esa remisión genérica que se hace, ¿en todos 
los casos existe violencia contra las personas? 


SEÑOR LANGÓN.- Creo que no, pero me parece que habría que analizar caso a caso. La verdad es 
que no había advertido este punto con detalle como para darme cuenta de la cuestión. Por ejemplo, se 
me ocurre el delito de lavado de dinero que se castiga con una pena de quince años de penitenciaría y 
no se comete con violencia contra las personas. El lavado de dinero originariamente surge del tráfico 
de drogas; de allí nació esta figura. Habrá que ver si se lo quiere excluir o no de esta situación. 


Ahora bien, ¿qué va a hacer el Juez? En el literal a) del artículo 116 bis propuesto se dice 
que “La privación cautelar de libertad será preceptiva hasta el dictado de la sentencia definitiva.” Esto 
puede tener una razón práctica o de política criminal, pero va en contra de la naturaleza jurídica de la 
propia prisión preventiva. Precisamente, la prisión preventiva es una medida cautelar amparada en el 
famoso principio de inocencia de todas las personas hasta que les recaiga una sentencia ejecutorial. 
Tenemos un Código del Proceso Penal en carpeta -su estudio ya está muy adelantado; el doctor Presa 
trabajó en el tema desde el año 2006 hasta que entregó el proyecto- por lo que nos parece que si bien 
se habla de una privación de libertad como medida cautelar, la medida no sería cautelar sino que se 
trataría del adelanto de una pena sin sentencia. Esto va contra la naturaleza de la prisión preventiva, 
que es una medida cautelar tendiente a cautelar no la libertad sino el proceso y el sometimiento del 
sujeto a los dictados de la Justicia. Si se quiere, este es un tema teórico, pero vale la pena 
considerarlo. La prisión preventiva no es una pena ni un adelanto de esta, sino simplemente una 
medida cautelar. Como decía el doctor Carnelutti, privamos de libertad a un sujeto a los efectos de ver 
si tenemos derecho a privarlo de su libertad. Por lo tanto, pase lo que pase, nos parece bueno 
establecer que hasta la sentencia definitiva el sujeto se va a mantener sin posibilidad excarcelatoria. 


Asimismo, se dice que “Las medidas privativas de libertad tendrán una duración no inferior a 
los doce meses”. Esta ya no es una medida preventiva o cautelar, sino punitiva; se trata de un castigo. 


Se habla obligatoriamente de doce meses pero, ¿por qué? ¿En qué se basan? El tema es más bien 
teórico, pero no tengo otro remedio que plantearlo. 


Si se quiere mantener este tipo de medidas, sería bueno establecer un plazo para la 
sentencia, porque con él se acotaría totalmente el tema y nos pondríamos de acuerdo con el Pacto de 
San José de Costa Rica y, sobre todo, con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo 
artículo 9 establece que las personas tienen derecho a esperar la sentencia en libertad y las prisiones 
preventivas deben cesar por tiempo razonable de duración. Hay un plazo razonable para la privación 
preventiva que el país nunca determinó; creo que algunos somos muy autocomplacientes. Inclusive, la 
doctrina habla de tres años, que a mi juicio no es un plazo racional, como tampoco lo es un año y 
medio. Las personas que están en prisión preventiva son las que deben ser juzgadas antes que nada. 
Si creo tener el derecho de poner a una persona en prisión preventiva, asumo la obligación de juzgarlo 
en cuatro meses; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagra el derecho a ser 
juzgados en un plazo razonable o a ser puestos en libertad. Entones, establecer que no serán puestos 
en libertad hasta la sentencia definitiva o que por lo menos en todos los casos estarán doce meses 
privados de libertad, nos parece que va en contra de este principio. Por eso sugerimos que si se quiere 
mantener esto por las razones de política criminal que el Estado entienda del caso, habría que 
establecer un plazo para dictar sentencia, sí o sí, al costo que fuera, señor Senador. Creo que la 
sentencia debe dictarse en un año y medio y si no se cumple la persona deberá ser puesta de 
inmediato en libertad. Existe un principio general que dice que las disfunciones del Estado no pueden 
recaer en perjuicio del ajusticiado. Si el Estado no puede, no quiere, o no sabe juzgar en un plazo 
razonable, entonces -esto dicho de una forma menos académica o abogadil- la persona podría decir: 
“Señores, yo hago la valija y me voy, porque tengo derecho a la libertad”. 


Antes de terminar, voy a hacer la pregunta del millón con respecto a la parte final. Allí se 
menciona que las medidas de privación de libertad deberán ser cumplidas en establecimientos 
especiales y separados, pero ¿estos establecimientos deberían existir antes de la creación del 
proyecto de ley?¿Contamos con estos establecimientos? ¿Tenemos capacidad económica, edilicia y 
de funcionamiento? Esa es la gran pregunta. Por otra parte, estamos muy de acuerdo en elevar los 
antecedentes a la Justicia Penal para que juzgue la posibilidad de que los padres respondan por los 
llamados delitos penales simbólicos, que son los delitos de omisión a los deberes inherentes a la patria 
potestad. En este caso sería poner en riesgo la salud moral e intelectual de los hijos. Ni que hablar si 
en la encuesta el Juez encuentra que los padres han mandado a sus hijos a delinquir, o que de alguna 
manera los encubren para sacar provecho personal. Por esa razón me parece muy bien que se haga 
de oficio porque así estamos mandando un mensaje práctico en el sentido de que cuiden a sus hijos 
porque la Justicia va a tener un gran ojo vigilante. 


SEÑOR MOREIRA.- Estuve releyendo el Código de la Niñez y la Adolescencia por el tema de los 
plazos de las sentencias. En su artículo 76, cuando se habla de la audiencia preliminar, se dice que el 
Juez la dispondrá “en un plazo que no exceda las veinticuatro horas”, y más adelante se establece que 
se “Fijará la audiencia final en un plazo de sesenta días, salvo si decreta como medida cautelar el 
arresto domiciliario o la internación provisoria, caso en que dicha audiencia se fijará en un plazo 
máximo de treinta días”. Quiere decir que los plazos para la fijación de la audiencia para la sentencia 
condenatoria son bastante sumarios. 


Recuerdo que cuando recibimos a los representantes de la Suprema Corte de Justicia nos 
dijeron que existe el criterio jurisprudencial del sexto de la pena, es decir que si a un mayor se lo 
condena por seis años, un menor sería condenado por uno. Este criterio no tiene un fundamento legal 
muy claro y en este caso de lo que se trata es de evitar esa discrecionalidad judicial por la que muchas 
veces se dispone el envío del joven a su casa, tal como sucedió en el caso tan famoso mencionado por 
el señor Presidente, de “El Pelón”, que cometió un homicidio y, en régimen de libertad vigilada, cometió 
otro. 


Es posible que jurídicamente eso sea correcto pero en lo personal me parece que no estaría 
mal fijar plazos porque, al ser tan breves los que dispone el Juez de adolescentes para dictar 
sentencia, puede pasar este tipo de cosas por la discrecionalidad jurisprudencial del criterio de 
aplicación de un sexto de la pena correspondiente a los mayores; creo que, por lo menos, esto va en el 
sentido de ser un poco más severos. 


SEÑOR LANGÓN.- Simplemente quiero decir que estoy de acuerdo con esa postura. Eso avalaría 
probablemente la necesidad de que algunos aspectos de esta reforma se postergaran hasta la 
resolución definitiva del Código de la Niñez y la Adolescencia, algo que parece que será inminente. 


Entonces, planteamos un plazo cualquiera, sin tomar en cuenta los legales, a los efectos de 
ejemplificar nuestra idea. Eso es todo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitaríamos al doctor Langón que nos acercara, vía correo electrónico a 
nuestra Secretaría, las modificaciones propuestas porque sería un material valiosísimo de trabajo en la 
Comisión. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- Siempre sería bueno poder discutir estos temas a nivel académico. 
Como explicó el Profesor, en el Instituto de Derecho Penal no tuvimos tiempo de leer esta normativa y 
sería interesante que pudiéramos hacerlo, es decir, que tuviéramos la posibilidad de reunirnos, 
analizarlo más profundamente y acercar un texto por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En los próximos diez días estaremos resolviendo este tema. Si nuestros 
visitantes tuvieran oportunidad de discutirlo y de acercarnos material al respecto, enhorabuena, y si se 
presentan imposibilidades de cualquier tipo las sabremos entender. Cualquier aporte sería de ayuda 
para nosotros. 


La Comisión de Constitución y Legislación agradece la presencia de los representantes del 
Instituto de Derecho Penal, doctor Langón y doctora De los Santos. 


(Se retiran los representantes del Instituto de Derecho Penal.) 


(Ingresan a Sala los representantes del Instituto de Investigaciones Biológicas “Clemente 
Estable”) 


-En nombre de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado damos la bienvenida a 
la bióloga, Cecilia Scorza, y al doctor Andrés Abin - Carriquiry, investigadores del Instituto de 
Investigaciones Biológicas “Clemente Estable”. Los hemos convocado a los efectos de que nos ayuden 
a definir claramente qué es pasta base -si es que se puede- pues se trata de un concepto que hemos 
incluido en el proyecto de ley que tenemos a consideración. 


SEÑORA SCORZA.- Para comenzar quisiera decir que estamos investigando el tema de la pasta base 
desde hace algunos años. Nos ha costado, porque la falta de evidencias y de publicaciones hizo que 
tuviéramos que comenzar de cero en esta temática, sobre todo en el estudio de las acciones de la 
pasta base a nivel del sistema nervioso central. Por supuesto que en el momento en que empezamos a 
estudiar había una confusión en la definición de la pasta base. Se decía que era cocaína y nada más y 
que todos los efectos que provocaba -fundamentalmente su poder adictivo- se explicaban por la vía de 
administración y por su contenido en cocaína. Comenzamos a buscar todos los factores que hacen tan 
adictiva a esa droga y no podemos desconocer que la vía de administración es un factor 
importantísimo. Es más, en la literatura está descrito que la inhalación pulmonar y la inyección 
intravenosa de las drogas hace que estas accedan al torrente sanguíneo y al cerebro de una manera 
muy rápida y que su efecto también sea muy veloz. Esa es una propiedad que tiene la pasta base. Es 
una droga que se fuma y por lo tanto puede ser definida como un tipo de cocaína fumable, porque es 
una droga que surge de la planta de cocaína y en su composición aparece esta sustancia. Pasta base 
y crack son dos tipos de cocaína fumable, porque en su contenido tienen cocaína y, además, 
comparten la vía de administración. El tema es que la pasta base es un producto que surge en las 
etapas tempranas del procesamiento químico hasta la obtención del clorhidrato de cocaína, que es el 
polvo blanco que se inhala y que todos conocemos. A diferencia del crack, la pasta base surge de una 
etapa previa al clorhidrato. Además de cocaína contiene otras sustancias que provienen de la planta. 
Fue así que, estudiando un poco el origen de la pasta base y cuáles eran los pasos que implicaban su 
creación hasta llegar al clorhidrato, tuvimos que hacer un análisis químico de las muestras obtenidas 
para empezar a encarar nuestros experimentos. Lo primero que tuvimos que hacer fue generar un 
mecanismo legal para conseguir tales muestras y no incurrir en delito; para ello contamos con un 


apoyo muy grande de la Junta Nacional de Drogas y del Instituto Técnico Forense. Este proceso fue 
muy engorroso porque tuvimos que partir de cero. 


Actualmente contamos con un mecanismo por el cual el Instituto Técnico Forense nos 
proporciona las muestras de pasta base que necesitamos para trabajar en el laboratorio. Aclaro que no 
tenemos grandes cantidades de muestras y que lo que necesitamos es hacer una serie de 
experimentos que nos llevan mucho tiempo. Al día de hoy tenemos catorce muestras de pasta base, 
incautadas y analizadas desde el punto de vista químico. Hemos realizado una serie de experimentos, 
pero tenemos algunas muestras más caracterizadas que otras, porque son distintas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Son distintas? 
SEÑORA SCORZA.- Sí. 


Lo primero que nosotros hacemos es un análisis químico del contenido de las muestras 
porque conocemos la variabilidad que pueden tener en su composición. Sabemos que tienen cocaína o 
que pueden estar adulteradas con componentes activos o pasivos; por lo tanto, necesitamos saber qué 
es lo que administtamos a los animales para hacer nuestros experimentos, para luego sacar 
conclusiones. 


Una de las características que advertimos de todas las muestras de pasta base es que 
tienen, por supuesto, cocaína, aunque con distinto porcentaje -que varía entre un 20% y un 70%- y, 
además, que aparece como principal adulterante la cafeína, lo cual nos sorprendió mucho. Frente a 
esto llegamos a pensar que la cafeína podía provenir de plantaciones cercanas a las de coca, pero 
luego empezamos a ver que los porcentajes de adulteración con cafeína estaban racionalmente 
colocados y que la cafeína podía potenciar el efecto de la cocaína en algunos ensayos experimentales, 
sobre todo, en el efecto estimulante, que es uno de los componentes del poder adictivo de una droga. 
Conviene precisar que no todas las muestras de pasta base tienen cafeína. 


Luego de revisar la literatura científica relacionada con las drogas de abuso ilícitas, vimos que 
la cafeína es el segundo adulterante más conocido que se usa en todas las drogas de este tipo, 
inclusive la cocaína que se inhala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿También tiene cafeína? 


SEÑORA SCORZA.- También puede tener cafeína. El tema es el siguiente: deberíamos analizar una 
cantidad muy alta de muestras de drogas, entre ellas, pasta base, cocaína, etcétera, como para sacar 
conclusiones y decir que de mil muestras el 50% estuvo adulterado. Repito que tenemos una cantidad 
muy pequeña de muestras analizadas, pero en el 80% de ellas hay cafeína como adulterante. 


En la literatura hay otros adulterantes que pueden tener incidencia en el efecto y en la acción 
central que produce la droga, como el levamisol, que es un antihelmíntico y es comúnmente usado. No 
lo hemos detectado en las muestras de pasta base, pero eso no significa que no haya si analizamos 
una muestra mayor de las que existen en el Uruguay. 


También es verdad que las drogas de abuso o ilícitas se pueden adulterar con sustancias al 
único efecto de aumentar el volumen; son adulterantes pasivos agregados adrede para cortar la 
muestra y buscar un rédito económico. Es como agregar agua al vino. Estas sustancias deben ser del 
mismo color y no muy evidentes. Nosotros no hemos caracterizado todos aquellos adulterantes pasivos 
-así los llamamos y se usan solo para cortar las muestras- porque no son de nuestro interés científico, 
ya que no hace a la acción central de la droga. Sí buscamos todos aquellos adulterantes que pueden 
imitar o colaborar en el efecto de la cocaína. En ese sentido, estamos caracterizando una serie de 
muestras que tienen cafeína en su composición y vemos cómo ésta puede potenciar el efecto de la 
cocaína. La cafeína es una droga legal, un psicoestimulante, es más leve que la cocaína, pero puede 
imitar o potenciar el efecto de otro estimulante. Hemos descubierto algo muy interesante y es que la 
cafeína se puede fumar, inhalar, por lo que no es casual que sea uno de los principales adulterantes de 
una droga que se fuma. Los adulterantes como la lidocaína y la anfetamina no se pueden fumar, se 


destruirían. Las pastas bases tienen que estar adulteradas con sustancias que se puedan fumar, el 
levamisol es una de las drogas que se puede volatilizar. Quizás estoy utilizando términos que no son 
químicamente correctos, pero lo que pretendo es que me entiendan lo que quiero decir. 


No sé qué información necesitan los señores Senadores que nosotros podamos seguir 
proporcionándoles. Básicamente me he referido al núcleo de las investigaciones. 


SEÑOR ABIN - CARRIQUIRY.- Voy a hacer un comentario breve. Todas las drogas que son de abuso 
suelen ser adulteradas de manera muy variable; obviamente, la pasta base es una de ellas. Una de las 
cosas que hemos conversado con la doctora Scorza es que lo más relevante es que sea fumable. Todo 
lo que se le pueda agregar puede empeorar o mejorar su poder adictivo  -por llamarlo de alguna 
manera- o ser más tóxico o menos tóxico, pero la característica más importante que distingue a la 
pasta base por su poder adictivo es que sea fumable. Esta capacidad también incluye al crack. 


Si se quisiera legislar al respecto, desde mi punto de vista se deberían contemplar todas las 
cocaínas fumables como una misma cosa, porque por más veneno que se le agregue, por más efecto 
tóxico adictivo, la principal característica es, repito, que sea fumable. También podemos encontrar 
distintos niveles de toxicidad y de adictividad, pero son sutiles en cuanto al hecho de que sea fumable. 


SEÑOR ROSADILLA.- Antes que nada, quiero saludar a quienes han venido a ilustrarnos sobre la 
llamada pasta base de cocaína. 


Según dijeron, se analizaron catorce muestras. Me gustaría saber entre qué años fueron 
obtenidas dichas muestras. 


SEÑORA SCORZA.- Algunas muestras nos fueron proporcionadas en diciembre de 2007, otras en 
febrero de 2008, otras en marzo de 2009 y las últimas en setiembre de 2010. Esas son las fechas en 
las que el Instituto Técnico Forense nos proporcionó las muestras que habíamos solicitado. Cabe 
aclarar que en la medida en que se nos van terminando vamos pidiendo más. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quisiera saber si en serie histórica de muestras han detectado diferencias 
importantes, si a cada período le corresponde una forma de adulteración o de composición distinta o si 
en ese lapso de casi tres años se puede apreciar un patrón similar. 


SEÑORA SCORZA.- Las primeras muestras, las del año 2007, tenían un alto contenido de cocaína y 
ya contenían cafeína. Además, identificamos otros componentes que son productos del metabolismo 
de la planta. También hemos visto que en las muestras del año 2009 hay una disminución importante 
en el contenido de cocaína con respecto a las primeras y que algunas tienen cafeína y otras no. 
Asimismo, en las últimas incautaciones hay muestras que tienen un alto contenido en cocaína, 
mientras que otras no, contengan o no cafeína. 


En nuestra opinión, catorce muestras es un número muy escaso como para obtener un 
patrón de la composición. Nos encantaría poder hacerlo, pero no podemos ir más rápido de lo que 
vamos. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Voy a formular dos preguntas, la primera de ellas vinculada con lo que 
planteaba el señor Senador Rosadilla. 


En el análisis que hicieron de las muestras encontraron un contenido de cocaína que 
oscilaba entre un 20% y un 70%. Quisiera saber si la pasta base más dañina para el consumidor es la 
que contiene una mayor o una menor proporción de cocaína. 


SEÑORA SCORZA.- Eso depende del porcentaje en que se encuentre la sustancia adulterante. Si las 
muestras de pasta base tienen bajo contenido de cocaína, por alguna razón -que sospechamos es 
ingeniosa- tienen alta proporción de cafeína. Entonces, a partir de una determinada dosis el adulterante 
comienza a ejercer un poder adictivo con el efecto de la cocaína, que es la droga madre. No importa 


que la pasta base tenga un bajo contenido de cocaína, porque el adulterante va a imitar o a potenciar 
el efecto de la cocaína. 


En síntesis, no se puede determinar cuánto más dañina es la droga por el contenido de 
cocaína que tenga, pero sí se puede afirmar que desde el punto de vista de la adicción es casi igual o 
más adictiva una pasta base con menor contenido de cocaína pero con adulterante, que una que no 
contenga adulterante y posea más cocaína. 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- La toxicidad y la adicción, que son dos cosas diferentes, dependen del 
tipo de adulterante. Es muy difícil generalizar; no se puede decir que una cosa es peor que la otra. Es 
pasta base o es cocaína fumable; dependiendo de si el adulterante es A, B, C o D puede empeorar o 
mejorar la situación, pero lo importante es que es una droga adictiva y tóxica. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Voy a referirme a la definición que dan ustedes sobre cocaína fumable. Hace un 
rato estuvimos discutiendo cuál era la definición más abarcativa de acuerdo con el artículo 4” de este 
proyecto de ley que dice: “cuando las actividades delictivas descritas en los artículos 30 a 35 tengan 
por objeto material cocaína que contenga impurezas producto del proceso de elaboración y/o 
adulteraciones no aptas para el consumo humano, la pena a aplicar tendrá un mínimo de tres años de 
penitenciaría.” Entonces, me pregunto si no sería mejor que dijera “cocaína fumable” en lugar de: 
“cocaína que contenga impurezas producto del proceso de elaboración y/o adulteraciones no aptas 
para el consumo humano.” 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- Podemos tener cocaína cien por ciento pura fumable y es igual o más o 
menos tóxica -va a depender de cada caso- que la pasta base. Esta última, por definición, tiene 
impurezas que provienen del metabolismo de la planta. Es la única gran diferencia con un crack que 
puede ser cien por ciento cocaína fumable. Lo esencial es que es fumable, no importa el grado de 
impureza. Es una sutileza. ¿El clorhidrato de cocaína es mejor que esté cortado o que esté puro? No 
es lo mismo, pero si se pretende legislar o definir con precisión no se va a poder. Acá la gran diferencia 
entre cocaína fumable y no fumable es que una es hidrosoluble y la otra es básica y no se disuelve en 
agua sino en solvente orgánico. Esta podría ser una definición. Incluso creo que esta es una de las 
discusiones que pudimos leer en la versión taquigráfica de una de las sesiones de esta Comisión. En 
esa instancia alguien señalaba que la pasta base se pone en agua y no se disuelve y el clorhidrato sí. 
Esa es una definición muy práctica. La persona que incauta la droga puede definir rápidamente si es A 
o B, si es o no fumable. Después se puede analizar químicamente si es pasta base, crack o está 
cortado con tal producto. Se puede trabajar en esto, pero la forma más rápida es definir si es o no 
fumable, si es hidrosoluble o base. 


SEÑORA MOREIRA.- Leí dos artículos del Instituto Clemente Estable y, de acuerdo a lo que ustedes 
describieron y por la comparecencia de representantes del Ministerio de Interior que sostenían que las 
adulteraciones a la cocaína se estaban haciendo con sustancias no aptas para el consumo humano, 
me pareció que la problemática planteada no se ajustaba a las conclusiones que se deducen de ambos 
estudios: las adulteraciones están hechas con sustancias muy aptas para el consumo humano. 
Entonces, la idea era que vinieran a la Comisión para hablar sobre el artículo 35 Bis del proyecto de ley 
que en una parte establece: “tengan por objeto material cocaína que contenga impurezas producto del 
proceso de elaboración y/o adulteraciones no aptas para el consumo humano”. Me parece que la 
expresión “no aptas para el consumo humano” no serviría como descalificatorio para el concepto de 
pasta base. La pregunta sería entonces si este artículo 35 Bis -que define “cocaína que contenga 
impurezas producto del proceso de elaboración”- podría incluir no solamente a las pasta base, sino 
también a la cocaína que es cortada con anfetaminas y que se esnifa, no se fuma. Entonces, no 
tendríamos una definición para nada precisa, puesto que la pasta base podría no estar aquí incluida y a 
su vez sí la cocaína. Esta sería la primera interrogante. 


Por otro lado, me gustaría saber -creo que esto no está en su campo, pero por las dudas 
hago la pregunta- si hay diferencia en el potencial adictivo entre la pasta base y la cocaína. Nosotros 
estamos legislando para la pasta base y no para la cocaína; por lo tanto queremos saber si realmente 
la diferencia del potencial adictivo es tan grande como para justificar una legislación. 


Me queda otra duda -sobre todo para los que alguna vez fuimos fumadores- porque ustedes 
hablaban de que el potencial adictivo tiene que ver con la característica de fumable. ¿Tendría que ver 
más con la vía de suministro que con la droga misma? 


SEÑORA SCORZA.- Voy a contestar la segunda pregunta y solicitaría a mi compañero que luego se 
refiera a la primera. 


El poder adictivo de una droga lo determinan muchos factores, entre otros la droga en sí. Por 
ejemplo, la nicotina es una droga altamente adictiva si la comparamos con la cocaína o con la 
anfetamina. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Es más adictiva? 
SEÑORA SCORZA.- SÍ, la nicotina es más adictiva. 


Hay ciertos cambios anatómicos y neuroquímicos en el cerebro que ciertas drogas los 
generan en mayor medida o en más corto plazo que otras drogas. Una droga, per se, puede tener un 
poder adictivo mayor que otra. Ahora bien, también puede haber factores de vulnerabilidad propios de 
cada persona que impliquen que una persona que fume nicotina se vuelva adicta y otra no, aunque 
fumen la misma sustancia. Por lo tanto, la droga, per se, no siempre es la que determina la aparición 
de la adicción; también hay factores ambientales que pueden incidir en la vulnerabilidad que tiene esa 
persona a desencadenar una patología como la adicción. 


Por otro lado, existen factores más finos o más concretos, que son la vía de administración. 
Por ejemplo, un acceso rápido de la droga al cerebro hace que los cambios que allí se produzcan sean 
más rápidos que una droga que se consume por una vía de administración más lenta. O sea que el 
poder adictivo de una droga está determinado por varios factores, no solo por la droga per se. El 
problema es que la pasta base genera todos los cambios que llevan a la aparición de la enfermedad de 
la adicción en un muy corto plazo comparado, por ejemplo, con la cocaína. Pero, en definitiva, el 
adicto a cocaína es adicto y el adicto a pasta base es adicto. Los dos van a padecer la misma 
enfermedad con las mismas consecuencias negativas para la salud y el comportamiento de ese 
individuo. La adicción estará establecida. 


Ahora bien, hay una gran incógnita en la literatura científica en cuanto a que no toda la gente 
que consume drogas de abuso padece o desencadenará la adicción; existen factores que predisponen 
la enfermedad, pero no es una regla inmediata. Hay consumidores de pasta base que salen del 
consumo voluntariamente y eso es muy increíble si el individuo genera una adicción a esa droga. En 
otros casos, el individuo empieza a tener cada vez menos voluntad para dejar la droga porque la propia 
enfermedad deteriora su autocontrol. Pero, increíblemente, como mencioné, hay gente que pide ayuda 
y deja de consumir pasta base. 


Otro factor importante es que los adictos no consumen una sola droga. Entonces, el 
consumidor de pasta base probablemente sea también adicto a la nicotina, al tabaco, al alcohol o a 
otro tipo de drogas, así como el cocainómano o el individuo que consume cocaína es adicto o consume 
otras drogas. Los adictos a las drogas son policonsumidores, no son adictos a una sola sustancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los efectos son mezclados. 


SEÑORA SCORZA.- Sí, señor Presidente, los efectos son mezclados porque las alteraciones 
cognitivas, neuroquímicas y anatómicas que tiene el cerebro de un consumidor hace que lo lleven a la 
búsqueda de nuevas sensaciones y nuevas drogas que cada vez le generen mayor sensación de 
bienestar, que es lo que el individuo enfermo no puede lograr por sí solo. Es una patología 
complejísima que no se puede adjudicar solo a la droga, sobre todo porque los individuos consumen 
muchas drogas. Entonces, es muy difícil discriminar una cosa de otra. 


No sé si contesto la pregunta porque, en general, los científicos tenemos la manía de 
contestar con más preguntas de las que nos hacen y no responder ninguna; es como nuestra 
constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No vamos a hablar de los políticos. 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- En cuanto a la adulteración, considero que no afecta mucho la situación 
si definimos que el adulterante es de consumo humano o no humano. De hecho, podemos encontrar 
alimentos contaminados con agrotóxicos o productos similares que no son de uso humano, pero que 
se consumen todos los días por no tener el debido control o no son agregados adrede. Seguramente, 
en la pasta base se encuentren agrotóxicos o sustancias parecidas que podemos considerarlas un 
veneno. En realidad, el problema no es el agrotóxico, sino la pasta base. 


Por ello, no me parece que sea muy beneficioso definir la adulteración de esa manera. 


SEÑORA SCORZA.- Tal vez haya una confusión en los términos o en la definición que usamos para 
referirnos a impurezas y a adulterantes. Nosotros llamamos impurezas a todas aquellas sustancias que 
se usan en el procesamiento químico de las muestras de pasta base hasta la obtención del clorhidrato. 
Sin embargo, adulterante es todo aquello que se agrega adrede para cortar, aumentar el volumen o 
imitar el efecto de la droga base. 


Digo esto porque a veces “impureza” tiene una connotación de impuro, de sucio, pero en 
este caso no necesariamente se trata de impurezas, de suciedad sino que son restos de solventes, de 
ácidos, sustancias que se usan en el proceso químico para extraer los alcaloides de la planta. Otra 
cosa es el adulterante, que se agrega adrede, buscando un efecto a propósito. 


SEÑOR MOREIRA.- Me pareció muy interesante la exposición, pero debo decir que estoy más 
preocupado que antes. Después de haberlos escuchado me da la sensación de que esta definición no 
alcanza a precisar lo que es un rigor punitivo mucho mayor que el que imponía el decreto-ley de 1974. 
Recién estaba leyendo este artículo y veía que tiene penas mínimas de doce o veinte meses de 
prisión, pero ahora pasamos a un mínimo de tres años de penitenciaría. 


Por eso, después de escucharlos, me parece que esta definición no tiene el grado de 
concreción y de firmeza como para tener rigor punitivo como el que se impone en esta norma. Ahora 
tengo muchas más dudas que certezas. 


Todos estamos de acuerdo con que se castigue la comercialización, importación y 
distribución de la pasta base, pero no con esta definición. Me da la sensación de que un Juez se va a 
ver en un corral de ramas cuando tenga que aplicar esta norma y se preguntará cuál es la que 
corresponde aplicar: si el Decreto-Ley de estupefacientes o esta ley. 


Desconozco lo que opinan ustedes, pero es la sensación que me queda después de haberlos 
escuchado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que quedó pendiente la respuesta a una consulta planteada por la 
señora Senadora Moreira. 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- Ya la respondí, señor Presidente. La pregunta tenía que ver con los 
adulterantes de uso humano. 


Reitero lo dicho anteriormente: estoy tratando de ser lo más concreto posible en la definición. 
Podemos separar pasta base de cocaína, a su vez, podemos separar crack de pasta base y de 
cocaína y también podemos tratar de diferenciar unas sustancias de otras. Pero desde el punto de 
vista de la adictividad -del poder adictivo y lo que podemos ver en la calle o donde estemos- es mayor 
el poder adictivo y destructivo que tienen las cocaínas fumables. Sin temor a equivocarnos demasiado 
podemos decir que es la fumable, por más que esta se pueda obtener a partir de la no fumable, porque 


a partir del clorhidrato podemos obtener crack. Lo importante es saber, en el caso del crack y de la 
pasta base, si uno es más adictivo que el otro. Obviamente, pueden quedar muchas interrogantes y 
elementos para comparar y definir estrictamente. Eso forma parte de las investigaciones que estamos 
haciendo en el Instituto “Clemente Estable”, es decir, si uno es más adictivo que el otro, si es más 
potente o más tóxico. Pero, en definitiva, las diferencias entre el crack y la pasta base son sutiles, 
comparado con la diferencia que hay con el clorhidrato de cocaína, sobre todo por la vía de la 
administración. 


SEÑOR PASQUET.- Nuestra preocupación es la misma que planteó el señor Senador. Aquí estamos 
analizando poner normas más severas y la sanción que está en juego es importante: tres años de 
penitenciaría como mínimo. Entonces, hay que buscar precisar la definición y nos preguntamos si 
esta norma la tiene. El proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo utiliza una fórmula muy amplia, 
porque habla de cocaína que contenga impurezas producto del proceso de elaboración y/o 
adulteraciones no aptas para el consumo humano. Repito, aquí se habla de la cocaína que contiene 
impurezas producto del proceso de elaboración. Por tanto, ¿puede existir alguna sustancia que no sea 
la que comúnmente se llama pasta base? ¿Hay alguna cocaína que contenga estas impurezas que, 
examinada científicamente, no sea pasta base? ¿O se parte de la definición de que todo lo que no sea 
estrictamente clorhidrato de cocaína, aunque sea un paso antes de ser cocaína, y tenga impurezas, se 
define como pasta base? 


Es importante tener clara la noción del daño que causa una y otra cosa, porque la 
justificación para un tratamiento punitivo más severo es el mayor daño y no que ingrese al cuerpo por 
una vía u otra, es decir, se inhale o se inyecte. Lo importante es que cause más daño, ya sea por 
mayor adicción -porque anula la voluntad- o por algún daño neurológico. Hemos leído, por 
ejemplo, que a los tres meses de consumir determinadas sustancias el cerebro puede quedar 
destruido, pero son cosas que no sabemos si son ciertas o no porque nos manejamos con noticias que 
publica la prensa. 


Otra duda que tengo es si en un volumen dado de cualquiera de estas sustancias -que 
mencionamos son pasta base o productos de la cocaína- tiene que haber un principio activo en 
cantidad suficiente como para producir el efecto mencionado. Esto lo planteo desde el punto de vista 
de la defensa. Un abogado defensor podría decir que en la droga incautada no había cantidad 
suficiente del principio activo para producir el efecto. ¿Eran tantas las sustancias adulterantes que se 
utilizaron para echar agua en el vino con fines económicos y comerciales que lo que queda no puede 
producir ese efecto dañino que justifica el tratamiento punitivo más severo? Esa sería una posible e 
interesante defensa, pero quiero saber si puede funcionar en la realidad. 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- Definir cuánto es el porcentaje o la cantidad de cocaína que tiene que 
tener una dosis o una muestra para considerarla adictiva o no, es tan difícil como decir qué graduación 
de alcohol puede tener la bebida que va a comprar un menor de dieciocho años para considerarla 
ilegal. Si tiene un 1% de alcohol quizás no se la pueda considerar bebida alcohólica. No creo que este 
aspecto esté perfectamente definido en la legislación. Puede ser que alguien venda una sustancia con 
menos de 5% de cocaína y no sepa qué está vendiendo, aunque está claro que si el porcentaje está 
por encima de esa cifra podemos hablar de cocaína. Es muy difícil poner un límite mínimo de 
porcentaje; es como definir la cantidad de alcohol que puede tener un alimento. Muchos de estos 
tienen un porcentaje bajo de alcohol y no se consideran ilegales para consumo de menores. 


SEÑORA SCORZA.- No hay que perder de vista que el consumidor de pasta base puede absorber 
altas cantidades -puede consumir muestras que estén muy alteradas con bajo nivel de cocaína- pero si 
consume muchas veces habría que medir el metabolito en sangre para saber cuánto adquirió. No hay 
que tomar en cuenta la muestra en sí, por lo que esto no es nada fácil. 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- Probablemente el consumidor ajuste su dosis en función de la cantidad 
de cocaína que esté recibiendo, porque va a fumar más veces si no encuentra el mismo efecto. 
Entonces, es muy difícil saberlo. Si le damos una cocaína con un diez por ciento de contenido va a 
fumar más veces para obtener el mismo efecto placentero, por decirlo de alguna manera. 


SEÑOR PASQUET.- Formulé varias preguntas y tal vez incurrí en un error porque quizás nuestros 
invitados no tuvieron presente las que planteé al principio de mi exposición. ¿Puede haber alguna 
sustancia que responda a la definición “cocaína que contenga impurezas producto del proceso de 
elaboración” que no sea lo que comúnmente se llama pasta base? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda a los señores Senadores que en el día de hoy tenemos que 
aprobar el proyecto de ley relativo a la integración del SIRPA. 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- Volvemos al mismo punto. Tanto la cocaína fumable como la no fumable 
pueden contener adulterantes, ser más o menos puras o impuras y tener impurezas provenientes de la 
planta, dependiendo de la calidad del proceso que se le realice. La mejor manera de discriminar la 
cocaína es definir si es fumable o no; de esta forma, se la clasifica en función de lo destructiva que 
puede ser la droga para el consumidor. A nuestro juicio, esta es la única clasificación valedera, que 
además es relativamente sencilla de determinar. La definición más simple no se basa en determinar 
con qué está adulterada o qué otra cosa contiene, sino en saber si es fumable o no, si es soluble en 
agua o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También se incluye inhalación fumable. 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- Se trata de inhalación pulmonar, que no es lo mismo que esnifar. Esnifar 
es la forma de consumir el clorhidrato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Implica volatilizar la muestra con fuego o brasa. 


SEÑORA SCORZA.- Respondiendo concretamente a la pregunta del señor Senador diríamos que todo 
lo que es previo al clorhidrato, que tiene impurezas, se llama pasta base pero para que su consumo 
sea efectivo, tiene que ser fumable. Se la puede comer, disolver en ácido o inyectar, pero para que esa 
sustancia que es previa al clorhidrato sea efectiva tiene que ser algo fumable. De esta forma, los 
contenidos o los alcaloides tendrán su efecto estimulante, euforizante, adictivo, etcétera, a nivel central. 


SEÑOR ROSADILLA.- Como bien nos recordaron nuestros invitados al comienzo de su exposición, en 
la búsqueda de precisar el objeto a perseguir y castigar más severamente, debemos tener en cuenta 
que estamos hablando de una serie relativamente corta y todavía no determinante o concluyente. Sin 
embargo, al menos a nivel de observación hay un elemento a considerar: las consecuencias 
observables entre los distintos consumidores, que son elocuentes. Aquí no hay una apreciación 
científica en el sentido de que alguien lo haya estado midiendo en algún sentido, sino que 
sencillamente esto se puede observar. A su vez, aquí se ha manejado el elemento de la poliadicción. 
Por otra parte, si no me equivoco, la doctora Scorza decía que conocen casos de personas 
consumidoras de pasta base que han abandonado la adicción. Entonces, me pregunto si la 
abandonaron o la sustituyeron, porque tengo entendido que hay procesos de sustitución por molienda 
de elementos comprados en el mercado, aunque no voy a identificar nada en concreto. ¿Pueden 
asegurar con cierto nivel de certeza que la única forma en que produce efecto es a partir de la 
inhalación? 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- La pasta base, al igual que la cocaína o el clorhidrato, se puede 
consumir por otras vías y también será absorbida por el organismo. Por ejemplo, la pasta base se 
puede inyectar como sucede con el clorhidrato. La inmensa ventaja para el consumidor de pasta base 
es que se puede fumar, lo que no ocurre con el clorhidrato que si se lo intenta fumar se descompone 
antes de volatilizarlo. Esa es la gran diferencia. La pasta base inyectada o consumida por cualquier 
otra vía es equivalente al clorhidrato. 


SEÑOR ROSADILLA.- Según he escuchado, la pasta base combinada con alcohol en una utilización 
sublingual, produce efectos similares, pero eso no lo puedo asegurar. 


SEÑORA SCORZA.- Con respecto a la primera pregunta realizada por el señor Senador, los datos que 
conozco son los del Portal Amarillo. Nosotros estamos en contacto con psiquiatras del Portal Amarillo y 
según sus reportes existen personas que logran detener el consumo de pasta base voluntaria o 


involuntariamente. El problema es que no hay un seguimiento del paciente después que sale del Portal 
Amarillo. Una de las características de los adictos a las drogas de abuso son los porcentajes de 
recaída. Si nosotros no seguimos los porcentajes de recaída que tiene ese individuo no podemos saber 
si sanó; si recayó, la persona sigue enferma. 


SEÑORA MOREIRA.- Voy a referirme a una última cuestión para saber si entiendo la posición de los 
investigadores. 


De lo que se ha manifestado puedo deducir que es muy difícil determinar el impacto de la 
droga pasta base en el deterioro de una persona que consume muchas otras cosas al mismo tiempo. 
También deduzco dos proposiciones centrales. En primer lugar, más que con la sustancia en sí misma, 
la adicción tiene que ver con la relación del sujeto con la sustancia, que está determinada por un 
conjunto de factores que ustedes han llamado medioambientales. Esto es coherente con los estudios 
realizados por la Universidad de la República sobre el tema adicciones, en los que se concluye que en 
la adicción el problema no es la droga sino la relación que tiene la persona con la droga, algo que 
claramente queda determinado al decir que la nicotina es la droga más adictiva de todas. En segundo 
término, si aceptamos que se trata de la relación de la persona con la droga y no la droga en sí misma, 
es muy difícil determinar en un individuo con un nivel de adicción importante, cuál es el daño que 
produce cada droga porque por lo que ustedes nos han dicho, consumen pasta base, alcohol, tabaco y 
todo lo que encuentren a mano. Esto relativiza el fenómeno de la pasta base en el deterioro de las 
personas que la están consumiendo. 


SEÑORA SCORZA..- Los factores que hacen que una persona termine siendo adicta son varios. No es 
que la droga no tenga participación, sino que se trata de la droga y de otra cantidad de cosas. No 
podemos desconocer que la pasta base es una droga muy adictiva por sus características, ya que es 
fumable y, además, se le agregan sustancias adulterantes. Es importante tener en cuenta el enorme 
poder adictivo que tiene, al igual que el deterioro que genera en las personas que la consumen que, 
además, es muy rápido. 


No quiero que parezca que estamos defendiendo a la pasta base ni mucho menos; 
simplemente queremos decir que se trata de una droga altamente adictiva. Por supuesto que los 
consumidores de drogas también consumen cantidad de otras sustancias. Ahora bien, no podemos 
decir que todos los consumidores de pasta base consumen también otras sustancias, por lo que la 
responsabilidad se reparte entre el alcohol, el pegamento, etcétera. El consumidor de pasta base 
consume pasta base, lo que no quiere decir que no ingiera alcohol o no fume cigarrillos y marihuana. 
Esta es una característica de los adictos; me refiero a que todos ellos consumen distintas sustancias, 
solo que en el gusto de ese individuo tiene más preponderancia una u otra droga. 


Reitero que la pasta base es muy adictiva y genera un deterioro importantísimo en los valores, 
en el comportamiento y en la capacidad cognitiva de la gente. Como dije, ese deterioro es muy rápido y 
se da, sobre todo, en la gente joven que la consume, por lo que esa situación es mucho más horrible 
que en el caso de un individuo que consume drogas desde hace mucho tiempo y que, más o menos, 
se puede manejar en la vida. Además, también es verdad que el consumidor de pasta base que se 
deteriora más es el que vive en un contexto crítico muy severo, y esto no lo podemos modelar en el 
laboratorio. No es lo mismo un consumidor de pasta base de doce años y treinta kilos que uno adulto 
que ya ha consumido otras sustancias y que tenga una complexión física mayor, coma todos los días, 
tenga techo, trabajo, etcétera. Hay consumidores de pasta base que van a trabajar todos los días, es 
decir que hay gente que consume drogas porque le gustan y, entre ellas, han probado la pasta base. 


En definitiva, me parece que estamos hablando de otra población, de los consumidores que 
viven una problemática social y que, además de consumir pasta base, tienen problemas económicos y 
sociales muy severos. 


SEÑOR LORIER.- Las explicaciones que han brindado nuestros visitantes han sido muy claras, pero 
quisiera sacarme una duda que tiene que ver con la diferencia entre aquellos elementos que se le 
agregan a la droga para adulterarla y generar un valor económico superior y los que se utilizan para 
extraer y producir la pasta base. Digo esto porque me acordé -y lo comentaba con otros señores 
Senadores- de una película argentina que nos impactó a todos, “Paco”, donde se muestra cómo se 


utilizan determinados elementos en el proceso de la producción que uno llega a pensar que, junto con 
la cocaína, son tremendamente nocivos para la salud. En esa película se muestran los tanques donde 
se produce la droga y sus procesos de elaboración, lo que realmente impacta. 


Se señaló que es posible encontrar cafeína como elemento integrado, pero tal vez eso no 
sería de la gravedad que podríamos suponer. Mi pregunta apunta a saber si en el proceso de 
extracción y producción de pasta base no se utilizan otros elementos que luego quedan en el producto 
y que, además de la propia cocaína, pueden estar actuando sobre el cerebro de un modo muy 
potenciador, lo que ya de por sí es grave. 


SEÑOR ABIN-CARRIQUIRY.- A nuestro entender pueden existir componentes que empeoren la 
situación o que la hagan más tóxica, pero no sustancialmente. Lo importante acá es el consumo 
crónico. Un consumidor no siempre tiene acceso a la misma pasta base, con la misma toxicidad. Las 
muestras que se incautan tienen características similares, pero los otros componentes son variables. 
Lo importante es que lo que lleva al consumo crónico y devastador es el contenido de cocaína 
volatilizable, porque los otros componentes varían y un día puede contener un agrotóxico, gasolina o 
queroseno, más allá de que sin dudas también son tóxicos. Entonces, a la hora de asignar 
responsabilidades, lo más importante a tener en cuenta es el compuesto que genera la adicción; todo 
lo demás es un corolario o una decoración al lado de lo que es el consumo crónico de la cocaína 
fumable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos gustaría que en los próximos días con más tranquilidad, pudieran tener la 
amabilidad de intentar redactar una definición de pasta base. 


SEÑOR ABIN - CARRIQUIRY.- ¿Pasta base o cocaína fumable? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después elaboraremos el artículo 35, pero sería importante que se redactara 
una definición de la sustancia. Por ejemplo, se podría aludir a la pasta base de cocaína como 
cualquiera de las etapas de elaboración de la cocaína no hidrosoluble y fumable. No estoy diciendo 
que esta sea la definición sino que lo que pretendemos es determinar, en una frase, qué es la pasta 
base. La cocaína no es fumable, y a todas las etapas de elaboración de esa cocaína que no sea 
hidrosoluble -porque es una característica bien clara- y que sea fumable, la llamaríamos pasta base. 
Quizás esta frase que enuncié no sea la mejor y, ustedes, con tranquilidad y en consulta con otros 
especialistas, puedan definirla -no desde una perspectiva doctoral- en una sola oración. Si no 
definimos bien la pasta base no es posible identificar, después, una pena mayor, si es que logramos el 
consenso. Planteo esto porque cualquier persona podría hacer un cuestionamiento si no existe una 
definición de pasta base. 


SEÑOR ABIN - CARRIQUIRY.- Desde nuestra perspectiva, el fenómeno relevante es que sea fumable. 
Podemos definir pasta base y cocaína fumable, que incluye a la pasta base. Entonces, quisiera saber 
si el proyecto de ley es relativo a las cocaínas fumables en general, incluida la pasta base, o solo a la 
pasta base, porque son dos conceptos distintos. Desde el punto de lo adictivo, tóxico, devastador, la 
pasta base fumable y la cocaína fumable son relativamente similares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hay cocaína fumable? 


DOCTOR ABIN - CARRIQUIRY.- Si, por ejemplo, el crack, y a nuestro juicio es tan dañino como la 
pasta base fumable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Somos conscientes de eso, pero en este momento, en el acierto o en el error, 
queremos mandar una señal muy clara sobre el tema de la pasta base. Si no la incluimos en el 
articulado, la señal no llega. Quizás en Uruguay haya crack, pero no en la dimensión de preocupación 
social y pública que existe con respecto a la pasta base. Por eso queremos conjugar todas las etapas 
de elaboración antes de llegar a la cocaína no hidrosoluble y fumable, y no queremos incluir al crack en 
la definición porque en ese caso no nombraríamos a texto expreso a la pasta base. 


SEÑOR ABIN - CARRIQUIRY.- En la definición podemos incluir expresiones como “pasta base”, 
“cocaína base”, etcétera, sin incurrir en el crack. Ahora bien, el problema que se puede presentar es 
que si queremos concentrarnos en la de pasta base, hay un montón de definiciones que de repente, 
ante un Juez, pueden ser más difíciles de analizar. Por ejemplo, para saber si se trata de pasta base o 
de cocaína fumable, probablemente se deba recurrir a un análisis químico más detallado que permita 
determinar si existen o no metabolitos de la planta, etcétera. Por lo tanto, consideramos que definir la 
cocaína fumable es mucho más abarcativo, porque contempla a la pasta base como una de sus 
variantes. Podríamos plantear dos o tres opciones, pero preferiríamos definir a la cocaína fumable y 
describir pasta base y cocaína base. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ustedes tuvieran una definición como la que se acaba de expresar, en la 
que se pudiera poner una coma y establecer, “incluida la pasta base”, sería suficiente porque, aunque 
de esta manera no estaría siendo definida, por lo menos quedaría el nombre; esa señal sería la que se 
emitiría, y esto nos ayudaría mucho. No sé si lo lograremos, pero trabajen con tranquilidad. Insisto en 
que nuestra idea es ir en el sentido que se ha señalado, del aspecto fumable, y agregar la expresión: 
“incluida la pasta base”. No se tendrá una definición, pero por lo menos queda mencionada allí. 


SEÑOR ABIN - CARRIQUIRY.- Quiero acotar que hoy no tenemos crack en la calle, pero mañana 
puede ser que lo tengamos y podemos correr el riesgo de hacer más punitiva la ley relativa a la pasta 
base y que se nos cuele el crack por la ventana. Por eso proponemos definir, según nuestra 
interpretación, lo que es nocivo, y allí incluir a la pasta base en una enumeración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les solicitamos que nos remitan lo que consideren es vuestra materia. 
SEÑOR ABIN - CARRIQUIRY.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creemos que la presentación que han realizado nuestros visitantes ha sido 
muyy ilustrativa, y están haciendo un muy buen trabajo. 


Les agradecemos la presencia en este ámbito. 


(Se retiran de Sala los investigadores del Instituto de Investigaciones Biológicas "Clemente 
Estable", Bióloga Cecilia Scorza y doctor Andrés Abin-Carriquiry.) 


-En consideración el proyecto de ley del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente. 


En el artículo 1%, en lugar de decir “Modifícase el artículo 4”, debería expresarse 
“Sustitúyese el artículo 4*” 


La redacción propuesta por el INAU tiene correcciones con respecto al proyecto de ley 
remitido por el Poder Ejecutivo e inquietudes que planteamos nosotros y los señores Senadores 
Moreira y Pasquet, que fueron tenidas en cuenta en los artículos 2? -sobre todo- 3“ -brevemente- y 
42. 


En el proyecto de ley de Rendición de Cuentas figura el artículo 227, que suprimiremos 
cuando sea enviada aquí, pero hay otros aspectos que deben quedar. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1% con el cambio propuesto, es decir 
que en lugar de expresar “Modifícase el artículo 4”, se establezca “Sustitúyese el artículo 4*”. 


(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El artículo 2% queda tal como está en la redacción del INAU. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 2* (Integración).- La Comisión Delegada encargada del SIRPA se integrará por un 
Presidente y dos Directores. El Directorio del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay definirá cuál 
de los Miembros de esa Comisión ocupará la Presidencia de la misma. 


En caso que el Presidente designado haga uso de licencia o se ausente del país, los restantes 
Miembros de la Comisión deberán ponerse de acuerdo a efectos de establecer cuál de ellos ocupará la 
Presidencia interina. Si no fuera posible alcanzar ese acuerdo será el Directorio del referido Instituto el 
que determinará cuál de los otros dos Miembros de la Comisión ocupará la Presidencia interina. 


La Comisión Delegada podrá sesionar cuando cuente con la presencia de al menos dos de 
sus Miembros, uno de los cuales debe ser el Presidente en funciones, quien, además, presidirá la 
sesión. 


Las resoluciones en todos los casos deberán ser adoptadas por mayoría de los presentes y 
cuando exista empate el voto del Presidente tendrá valor doble, aun si ese empate se hubiese 
producido como consecuencia de su propio voto. 


En todo lo no previsto expresamente respecto a su integración y forma de funcionamiento, la 
Comisión Delegada se regirá por la normativa aplicable al Directorio del Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el inciso primero del artículo 3%, que es el que se propone modificar. 
(Se lee:) 


“Artículo 3% (Remuneraciones).- Las remuneraciones de los miembros de la Comisión 
Delegada, incluida la dedicación permanente y gastos de representación, serán las mismas que las 
previstas para el Presidente y los integrantes del Directorio del Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay, respectivamente.” 


-El inciso segundo permanece con la redacción propuesta por el INAU. 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 4”. 
(Se lee:) 


“Artículo 4* (Asistentes directos de la Comisión Delegada).- Cada uno de los miembros de la 
Comisión Delegada podrá contar con hasta dos asistentes para desempeñar tareas de apoyo directo a 
los mismos. A tales efectos, se extiende la facultad conferida al Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay por el artículo 289 de la Ley N* 18.172, y en las condiciones allí establecidas. La contratación 
de los referidos asistentes será realizada por el Directorio del INAU, a propuesta de la Comisión 
Delegada del SIRPA y solo podrá apartarse de esa propuesta por motivos fundados. Dichas 
contrataciones se financiarán con la partida prevista en el artículo 254 de la Ley N* 18.834.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado el proyecto de ley. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, proponemos al señor Senador Lorier como 
miembro informante. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 6. Afirmativa. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17:00.) 
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